
DECRETO No. 70-2006

El Presidente de la República de Nicaragua

CONSIDERANDO

I

Que la tenencia segura de la tierra es un elemento esencial para la estabilidad
económica, la gobernabilidad y la armonía social en el país, siendo prioridad del
Estado de la República, mejorar las condiciones actuales de inseguridad, con
miras a impulsar el desarrollo económico y social del país.

II

Que la incertidumbre en los ciudadanos, sobre la capacidad del Estado de
proveer, a través de sus agentes, los mecanismos para el ejercicio seguro y la
defensa de los derechos de propiedad sobre la tierra, demanda de respuestas
integrales enfocadas a mejorar el entramado legal e institucional, que se torna
ineficaz e ineficiente debido a la dispersión, la sobre posición, vacíos e
inconsistencias de la gestión institucional.

III

Que se hace necesario el tratamiento de los temas de ordenamiento de la
tenencia de la tierra y regularización de derechos de propiedad, a partir de
políticas de nación de largo plazo. Las visiones institucionales parciales,
desvinculadas del ámbito del desarrollo económico y social de los hogares, no
aportan efectivamente a la estabilidad jurídica, ni a la reducción de la pobreza,
por tanto, no caben en el nuevo enfoque que los principales actores nacionales
demandan.

IV

Que la tierra alberga recursos estratégicos vitales para el desarrollo presente y
futuro de la Nación, por lo tanto, su gestión, administración y uso requieren de
políticas de tierras con una visión integral que promuevan y equilibren los
criterios sociales, ambientales, económico-productivos y culturales.

V

Que la tierra presta múltiples funciones que satisfacen diversas necesidades de
la sociedad. Las graves amenazas al equilibrio ambiental, debido a la
intervención no planificada ni regulada del hombre en el territorio, ponen en
riesgo la vida, los bienes y la seguridad alimentaria de las poblaciones. El
cambio de uso del suelo y su sobre explotación, inciden a su vez en el equilibrio



hídrico, en el cambio climático y las subsecuentes amenazas de desastres
naturales.

VI

Que con el ánimo de revertir la degradación ambiental, es imprescindible
promover un cambio en la cultura productiva y una mayor coordinación pública-
privada en las diversas visiones de intervención en el territorio. Esto incluye la
necesaria vinculación de las acciones de contenido social con la tenencia de la
tierra, como medio habitacional y de producción, a través de planes de
desarrollo integral.

VII

Que el Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR) por la Ley N° 290, Ley de
Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo, es la entidad
responsable de formular y proponer la política de distribución, propiedad y uso
de las tierras rurales del Estado, por lo cual, en uso de sus facultades, formuló y
consensuó, a través del Sistema de Participación Ciudadana y de los
Mecanismos de Diálogo del Sector Público Agropecuario, especialmente del
Consejo Nacional Agropecuario, que validó los principios rectores y lineamientos
estratégicos del Marco General de Política de Tierras, con visión de nación y de
largo plazo, en respuesta a la demanda de seguridad jurídica y física de la
tenencia de la tierra, planteada por los gremios de productores y la sociedad civil
nicaragüense.

VIII

Que debe fortalecerse el enfoque sistémico de las intervenciones, del Estado
Nacional y de la sociedad civil, en torno a una visión estratégica de país, que
promueva la estabilidad social, la eficiencia y la sostenibilidad de la intervención
pública y privada, en función del desarrollo, para que el Marco General de
Política de Tierras cumpla su propósito como elemento articulador entre las
políticas macro, la estrategia de desarrollo rural productivo y los planes de
desarrollo territorial, a través de la administración y gestión eficiente de la tierra.

IX

Que el Marco General de Política de Tierras enfoca su accionar a la solución
paulatina e integral de la problemática de tenencia de la tierra, para iniciar una
campaña seria, sostenible y orientada al bien común para lograr los objetivos de
estabilidad en la tenencia de la tierra.

En uso de las facultades que le confiere la Constitución Política,

HA DICTADO



El siguiente:

DECRETO

MARCO GENERAL DE POLÍTICA DE TIERRAS

Arto. 1 Se aprueba el Marco General de Política de Tierras (MGPT), anexo al
presente Decreto, el cual será parte integrante del mismo.

Arto. 2 Con base a las funciones que corresponden al Ministerio Agropecuario y
Forestal, este será responsable de promover la formación y funcionamiento de
los mecanismos de coordinación interinstitucionales e intersectoriales, para la
formulación de las políticas específicas, estrategias, planes e instrumentos
conducentes a la implementación y fiel cumplimiento, así como el monitoreo y
evaluación de efectos e impactos de su aplicación.

Arto. 3 Las instituciones que conforme al ámbito de sus competencias, tengan
incidencia en la implementación del Marco General de Política de Tierras,
deberán conformar el “Sistema de Administración de Tierras (SAT)”, el que
deberá regularse en un plazo de seis meses, en cuanto a sus atribuciones, la
organización y el funcionamiento; entre estas: la Dirección de Política de Tierras
y la Unidad de Planeación Estratégica del Ministerio Agropecuario y Forestal; la
Intendencia de la Propiedad del Ministerio de Hacienda y Crédito Público;
Direcciones Generales de Catastro Físico y de Ordenamiento Territorial del
Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales, la Dirección Nacional de
Registros Públicos de la Propiedad Inmueble y Mercantil de la Corte Suprema de
Justicia; la Notaría del Estado de la Procuraduría General de la República; la
Dirección General de Áreas Protegidas del Ministerio del Ambiente y Recursos
Naturales; el Instituto Nicaragüense de Fomento Municipal.

Arto. 4 El presente Decreto es de interés social y entrará en vigencia a partir de
su publicación en La Gaceta, Diario Oficial.

Dado en la ciudad de Managua, Casa Presidencial, el día treinta de octubre del
año dos mil seis. Enrique Bolaños Geyer, Presidente de la República de
Nicaragua. Mario Salvo Horvilleur, Ministro Agropecuario y Forestal.


